
Año de 1898. Jueves 1? de Diciembre Núm. 128.

DE U PROVIMA DE VÁLLADOUD.
3£ RUBLIOA TODOS LOS DIAS EXCEPTO LOS FESTIVOS.

PRECIOS BE «BICIOH.

Por un mes.
Trimestre. .

5 pesetas, 
ó id.

Numero suelto, ^& céntimos. 
Los anuncios se insertarán al 

precio de SáS céntimos por línea

j Las leyes obligarán en la Penín- 
¡ Buia,islas adyacentes. Canaria.^ y te- 
; rritorios de Africa sujetos á la legis- 
: lación peninsular, á los veinte días 
! de su promulgación, si en allas no se 

dispusiere otra cosa.
ii Se antiende hecha la promulga- 

! alón ©i día en que termine la inser- 
1 eión de la ley en la G-aeeta.
i (Ártii^lo l.“ del C6áii/o Civil vigente J

PUNTO DE SUSCRlCiON.

sin la Imprenta y Encuader­
nación del Hospicio provincial 
de Valladolid, Palacio de la Ex­
celentísima Diputación.

Las suscriciones y anuncios se 
servirán previo pago adelantado.

Sección primera.
PÆRTB: OKIOIA.ÏL

PresMüo^a dd Oonssjo de E^ieistras.
SS. MM. el Rey y la Reina Regente 

(Q. D. Q.) y Augusta Real Familia, con­
tinúan en esta Corte sin novedad en su 
nnportante salud.

(Gaceta del 30 de Noviembre de 1898.,?

Secciop segunda.

Ministerio de Hacienda.
REAL ORDEN.

Ílmo. Sr.: Vistas las instancias elevadas á 
este Ministerio por el Sindicato de agentes de 
Aduanas y comisionistas de Port-Son, la Jun­
ta directiva del Colegio de comisionistas de 
írún y la Cámara de Comercio de Madrid, so­
licitando Que se consideren válidos los certifi­
cados de origen que hayan sido objeto de re-

j paro por no constar en ellos las senas del do- 
1 micilio de los fabricantes ó de las personas au- 
j torizadas para solicitar la expedición de tales 
1 documentos; y por su parte, la última de las 
\ entidades citadas, solicita tambien que una 

vez admitidos por las Aduanas los certificados 
de origen, y verificado el despacho, queden 
los adeudantes exentos de toda responsabilidad 
por los defectos que puedan tener aquellos do­
cumentos, excepto en los casos de falsedad.

Vista igualmente la reclamación presen­
tada por el Cónsul general de Suiza en Espa­
ña por haber anulado la Aduana de Málaga el 
certificado referente á una expedición de aquel 
país, en que no se consignaban las senas del 
domicilio del fabricante: *

Resultando que por Real orden de 25 de 
Septiembre de 1897 se dispuso que en los cer­
tificados de origen .se consignaran las senas del 
domicilio de los fabricantes ó expendedores 
de aquellos documentos, al objeto de poder 
comprobar, en el momento que la administra­
ción lo considerase oportuno, el verdadero ori­
gen de las mercancías: _ , • •

Considerando que cuando dichos domici-
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líos están situados en puntos donde no existen 
calles ni numeración de casas, no es posible 
el cumplimiento de aquel precepto;

Considerando que hailándose en este caso 
muchos de los certificados que han sido repa­
rados, es justo adoptar un criterio equitativo 
que, sin lesionar los intereses del Tesoro, fa­
vorezca las aspiraciones del comercio; y

Considerando que, al objeto de evitar los 
perjuicios que se irrogan á los importadores 
con la admisión de certificados defectuosos, 
conviene dictar prevenciones de mejor servi-
ció para su cumplimiento por las Aduanas.

El Rey (Q. D. G.), y en su nombre la Rei- ’
na Regente del Reino, conformándose con lo j dinarios en el próximo mes de Enero; teniendo 
informado por esa Dirección general, se ha ser- !
vido disponer: j

1. Que se entienda aclarado el apartado | 
P de la parte dispositiva de la Real orden de 1 
25 de Septiembre de 1897, en el sentido de ! 
que cuando no sea posible especificar en los 1 
certificados de origen las señas del domicilio ! en el año de 1897 y en el presente, y de 
del fabricante, de su apoderado ó de la perso- ! acuerdo con los razonamientos que en ambas 
na que solicite la expedición de dichos docu- í disposiciones se expresan;
inentos, se haga constar en éstos que las fá- i M. el Rey (Q, D. G.), y en su nombre
bricas ó edificios están extramuros ó en sitios
no marcados con nombres de calles ni numera­
ción de casas, sin perjuicio de consignar di­
chas senas en todos aquellos casos, en que sea 
posible cumplir este requisito.

2. Que en atención á las circunstancias 
especiales que han concurrido en el asunto '
de que se trata y como medida equitativa, que 
en ningún caso podrá estimarse como prece­
dente, se den por solventados los reparos for­
mulados ó pendientes hasta la publicación de 
este acuerdo, y queso refieran á la falta de 
domicilio en los certificados, aplicándose igual 
criterio á los expedientes en tramitación; y

3.° Que al ser presentados los certificados 
de origen para su admisión, las Aduanas cui­
den fié examinarlo» con la atención debida, 
evitando la negligencia que se advierte en 
este servicio y da lugar á los justos reparos 
que formula ese Centro directivo en el con­
cepto de que la rrsponsabilídad que se exija 
al irnpoitador no eximirá la que corresponda 
á los empleados que ejecuten ó intervengan 
los despachos, y que podrá llegar hasta la apli­
cación.de correcciones reglamentarias.

De Real orden lo participo á V. 1. para su !

é conocimiento, el del Cónsul general de Sui- 
za y el de las Aduanas, de los Consulados es- 
pañoles en el extranjero y del Comercio, Dios 
guarde á V. I. muchos años. Madrid 19 de 
Noviembre de 1898,—Lopes Puigceroer,-- 
Sr. Director general de Aduanas.

(Gaceta del 26 de Nouieinbre de 1898.)

Ministerio de Fomento.
REaL ORDEN.

limo. Sr.: Vistas las instancias presenta­
das por varios alumnos de enseñanza privada 
solicitando la concesión de exámenes extraor-

en cuenta lo dispuesto en el Real decreto de 
22 de Noviembre de 1889, que suprimió los re­
feridos exámenesácambio de otras concesiones 
á los alumnos libres; la Real orden de 24 de Di­
ciembre de 1896, confirmándolo al disponereii 
absoluto la supresión de los mismos, observada

la Reina Regente del Reino, ha resuelto dene­
gar lo solicitado, disponiendo al propio tiempo 
que en lo sucesivo no se dé curso á instancias 
de la índole de las desestimadas.

De Real orden lo digo á V. I. para su cono­
cimiento y efectos consiguientes. Dios guarde 

! á V. I. muchos años. Madrid 23 de Noviembre 
? de 1898.—Sapfasta.—Sr. Director general de 
Instrucción pública.

(Gaceta de 24 de Noviembre de 1898.)

ADMINISTRACION- CENTRAI-

Ministerio de Fomento.
Dirección general de Ïastruccion pública.

Se halla vacante en el Instituto de Soria 
la cátedra de Agricultura, comprensiva, se­
gún el Real decreto de 13 de Septiembre úl­
timo, de las asignaturas de Botánica, Agri­
cultura y Técnica industrial y agrícola, dota­
da con el sueldo de 3.000 pesetas anuales, la 
cual, correspondiendo al turno de concurso, 
se anuncia previamente á traslación,conforme 
á lo dispuesto en el Real decreto de 23 de Julio 
de 1894 y Real orden de esta fecha, á fin de 
que los Catedráticos numerarios de Instituto
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que deseen ser trasladados á la misma, los ex- , 
cedentes y los comprendidos en el art. 177 de j 
la ley de 9 de Septiembre de 1857, puedan 
solicitaría en el plazo improrrogable de veinte 
días, á contar desde la publicación de este 
anuncio en la Graceia de Madrid.

Sólo podrán aspirar á dicha cátedra los 
Profesores que desempeñen ó hayan desempe­
ñado en propiedad otra de igual asignatura y 
tengan el título científico que exige la va­
cante y el profesional que les corresponda.

Los Catedráticosen activoservicio elevarán 
sus solicitudes, acompañadas de la hoja de 
servicios, á esta Dirección general por conduc­
to y con informe del Director del Instituto en 
que sirvan, y los que no estén en el ejercicio 
de la enseñanza por conducto del Jefe del es­
tablecimiento donde hubieren servido última­
mente, debiendo este anuncio publicarse en 
los Boletines oficiales de las provincias y por 
medio de edictos en todos los establecimientos 
públicos de enseñanza de la Nación; lo cual se 
advierte para que las Autoridades respectivas 
dispongan que así se verifique deede luego sin 
más aviso que el presente.

Madrid 18 de Noviembre de 1898.—El 
Director general, K. Santamaría.

•J3taceta del 23 de Noviembre de 1898.)

Fiscalia dsDTrtalJiiprsiBo.
CIRCULARES.

Al ordenar esta Fiscalía, en las reglas 4.®y 
5? de su Circular de 5 de Junio de 1895, con­
firmada y ratificada por otras posteriores, que 
los Fiscales deduzcan los recursos lechales y 
aun promuevan incidentes de nulidad., confor­
me al art. 745 de la ley de Enjuiciamiento 
civil, en relación con el art. 4.° del Código, 
siempre que tengan noticia, por cualquier 
medio auténtico, de que en la Audiencia ó en 
,algún Juzgado de su territorio se tramitan 
pleitos ó expedientes sin su intervención, de­
biendo tenerla, si á la primera petición para 
que se les otorgue aquélla en el asunto no se 
decreta, con infracción de la ley que la pre­
ceptúe,dejó sobreentendido, para la ilustración 
de los funcionarios á quienes se dirigió, que la 
elección de los indicados medios, ó sea, los re- 
<^iirscs legales ó el incidente., requieren para su 
ejercicio un estado del procedimiento en que 
se utilicen, adecuado á la índole propia y al 
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alcance de cada uno de ellos; puesto que nues­
tro Ministerio, como representante nato de la- 
ley, está obligado á velar por su estricta ob­
servancia, y no es árbitro de pedir, sin limi­
tación de tiempo ni de circunstancias, lo que 
pueda alterar la correcta sustanciación de los 
juicios.

Transcribe la vigente ley de Enj uiciamiento 
las disposiciones de la organización del Poder 
judicial, acerca de la forma en que han de 
dictarse las resoluciones judiciales; y manda 
que se denominen, distinguiéndolas por su 
objeto y naturaleza, ^J^urzW^z/c/a^, autos y sen­
tencias^ (art. 369). El poco estudio que, por lo 
general, se ha hecho de esta materia, revélase 
lamentablemente en la frecuencia con que so 
confunden en la práctica esas denominaciones, 
á pesar de la importancia relativa que entraña 
la resolución judicial á que cada una se con­
trae. Esta importancia acrece al considerar los 
diferentes recursos que, tomando como punto 
de partida esa capital distinción, establece en 
sus artículos 376 al 406 la expresada ley, y los 
limites á que circunscribe en sus artículos 
743 y 745, núm. l.°, los incide7ites que se re- 
lacionan co7i la validéis del i^rocedirniento.

Fijando un poco la atención en estas tan 
marcadas líneas de distinción, se observa, san­
cionado por el texto legal, el principio de que 
la sentencia termi^ia el juicio; porque esa de­
nominación se reserva expresamente para las 
resoluciones judiciales que decidan definitiva­
mente las cuestiones del pleito en una ins­
tancia ó en un recurso extraordinario, á las 
que recayendo sobre un incidente pongaii tér­
mino á lo lorincipaf objeto del pleito, hacien­
do imposible su continuación y á las que de­
claren haber ó no lugar á oir á un litigante 
condenado en rebeldía.

Allí donde la ley emplea la denominación 
de seiitencia, no es lícito, por tanto, compren­
der la q)rovidencia ó el auto y viceversa, á 
menos que la misma ley dé expresamente al 
auto ó á la providencia iguales efectos proce­
sales que á la sentencia otorgue. No se trata, 
como se ve, por la estructura de la ley, de una 
mera distinción de nombre,sino de una distin­
ción que descansa en principios fundamenta­
les del procedimiento.

El art. 745 de la ley, que autoriza los in- 
cidentes de previo y especial pronunciamiento
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si se concretan á la nulidad de actuaciones ó 
de afyuna providencia, no extiende tales inci­
dentes á la nulidad de las sentencias. Siendo 
clara y terminante la letra de la lev, huelg-a 
toda interpretación, que sería abusiva, si tu­
viese por objeto incluir en esa letra lo que ella 
no incluye. Es más, el art. 744 dice: «Los in­
cidentes que por exigir un pronunciamiento 
previo sirvan de obstáculo á la continuación 
del juicio, se sustanciarán en la misma pieza 
de autos, quedando mientras tanto en suspen­
so el curso de la demanda principal»; y como, 
según queda dicho, la sentencia decide defi­
nitivamente las cuestiones del pleito y termi­
na éste, es notorio que los preceptos legales, 
al referirse á la coíitinuacion del juicio, óá su 
suspension por el incidente previo de nulidad, 
excluyen el caso de haberse dictado la senten- 
da, puesto que no se puede suspender un jui­
cio por ella terminado.

Del cuidadoso examen de las disposiciones 
que quedan mencionadas, en perfecta con­
gruencia con otras de la misma ley, nacen las 
siguientes reglas:

1 . Hasta que se dicte sentencia en un plei­
to, puede utilizarse la vía del incidente de 
nulidad, previsto en el art. 745, núm, 1.“, de 
la ley de Enjuiciamento civil.

2 . Si hubiese recaído sentencia en la pri­
mera instancia, la reparación del agravio de 
fondo, si existe, está garantido por el recurso 
de apelación, en tiempo y forma interpuesto, 
para ante la Audiencia, conforme á los artí­
culos 382, 383, 384, 386 y correlativos.

3 .® Cuando en la primera instancia se hu- 
bieie quebrantado alguna de las formas esen­
ciales del puicio, de las que dan lugar al 
recurso de casación, y reclamada en ella no 
hubiere sido estimada, la parte á quien inte­
rese puede reproducir su pretensión por me­
dio de otrosí en el escrito á que se refiere el 
art. 857 de la ley, para que se subsane la fal­
ta. Esta reclamación se sustancia y decide 
previamente por los trámites establecidos para 
los incidentes, (art. 859).

4 .® Si ocurriesen motivos referentes á la 
nulidad durante la segunda instancia, y an­
des de dictarse la sentencia en la apelación del 
pleito, lícito será utilizar el incidente á tenor 
del art. 759 de la ley.

5 , Contra las sentencias definitivas y los
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autos que pongan término al juicio, dictados 
por las Audiencias, no se dá otro recurso que 
el de casación, áenivo de los términos en los 
casos y en la forma que se determinan en el 
tít. 21, libro 2.", de la ley, (art. 403).

6? Las disposiciones de los artículos 741 
al 758 do dicha ley son aplicables á los inci­
dentes que se promuevan en los recursos de 
casación, (artículos 759, 760 y 761) dentro, 
como es consiguiente, de lo extraordinario y 
especial de esta clase de recursos.

Si, pues, las ~sentencias definitivas de los 
juicios, reservadas á las Audiencias en grado 
de apelación, no pueden anularse, por man­
dato expreso de la ley, por otro medio que el 
directo y limitativo del recurso de casación, se 
comprende, sin esfuerzo de la inteligencia, que 
no es legal la vía del incidente de nulidad una 
vez falla-lo el pleito en lo principal, ó sea en 
lo que constituye su objeto ó materia, cuando 
por esa vía se intente invalidar resoluciones 
judiciales que tienen tanta transcendencia en 
el orden del enjuiciamiento, garantía de los 
derechos de todos los interesados.

Resulta si cabe, aun más irregular esa vía 
indirecta de anulación, al considerar que el 
quebrantamiento de la forma esencial del jui­
cio, consistente en no haber emplazado en pri­
mera ó en segunda instancia á las personas 
que hubieren debido ser citadas, y por ende 
al Ministerio fiscal, en pleitos en que es parte 
según está especialmente previsto por la ley, 
como uno de los casos del núm. 1.® del artícu­
lo 1.693 á los efectos del núm. 2.° del 1.691, 
para la casación de las sentencias.

Si este recurso especial y concreto no se 
prepara como queda dicho, y no se utiliza en 
tiempo y forma, queda notoriamente sin fina­
lidad la vía del incidente, que es mdirecta y 
anómala", toda vez que, por la iinprorrogabí- 
lidad del término para interponer el expresa­
do recurso, transcurrido ese término, se tiene 
por caducado de derecho y perdido el recurso, 
y por consentida y pasada en autoridad de co­
sa juzgada la sentencia, sin necesidad de de­
claración expresa sobre ello, á tenor de lo dis­
puesto en los artículos 310, núm. 8.°, 311, 
312 y 411 de la ley, adquiriendo entonces la 
sentencia el concepto legal de firme, según el 
3^9» y ^0 pudiendo ya ser alterada sino en el 
juicio excepcional de revision, estrictamente
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autorizado en los únicos supuestos del artícu- , 
¡o 1.796.

Forma legal tiene disponible nuestro Mi­
nisterio para preparar y poder utilizar el re­
curso de casación contra la sentencia que se 
dicte en la segada instancia, cuando, debien­
do, no hubiere intervenido en el pleito.

Si por mandato expreso de la ley debe in­
tervenir el Ministerio fiscal en un pleito, es, 
sin duda, parte en él: nada significa que fuere 
preterido; esto no deroga la ley; su mandato 
subsiste. Lo que entonces procede es procurar 
su cumplimiento: á nuestro Ministerio toca 
exigirlo y á los Jueces y Tribunales auxiliar­
le para la recta y cumplida administración de 
la Justicia.

El art. 1.781 de la ley de Enjuiciamien­
to dice: «el Ministerio fiscal podrá interponer 
el recurso de casación en los pleitos en que 
■^ea parte»] no exige que lo haya sido. Preci­
samente 2}or 910 haberío sidOj debiendo serio, 
es por lo que puede acogerse al medio que la 
ley establece para reparar ó subsanar la falta 
de su intervención en el juicio. El agraviado 
es ei que tiene el derecho de pedir esa repara- 
cion;si se le niega,resultaría el absurdo de no 
poderutilizar el Ministerio fiscal bajo cuyo am­
paro están tantos intereses morales y materia­
les, generales y privados, el recurso que tie­
ne á su disposición cualquiera otra parte en 

■el juicio, y quedaría relajado el principio de 
la absoluta igualdad de garantías que rige, 
por fortuna, no sólo el orden científico, sino 
el legal, en nuestras instituciones judiciales. 
No aspira, no, nuestro Ministerio á privile­
gios, sólo pretende no ser excluido de la Íey 
general de los litigantes, y que no se cercene 
la integridad de su protectora función cerca 
de los Tribunales.

Al efecto, sale en su apoyo la previsora ley 
de Enjuiciamiento civil. Ordena su art. 260, 
Que todas las providencias, autos y senten­
cias, se notifiquen á todos los que sean parte 
CQ el juicio, y añade: «también se notificarán 
(Guando asi se mande, á las personas á quienes 
So refieran ó puedan parar perjuicio» .

Cerciorado el Pascal respectivo del perjui­
cio irrogado á nuestro Ministerio y á la causa 
hie defiende per la sentencia definitiva, dic- 
i^da sin su debida intervención, y de que ’ 
^Quélla no ha quedado firme, debe pedir á la
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Audiencia ó al Juez, según quien conozca del 
pleito, que manden se le notifique, invocando 
el texto de la ley que ordene la intervención 
del oficio fiscal en el asunto y el precepto del 
art. 260 de la de Enjuiciamiento.

No es de presumir de la rectitud de nues­
tros Jueces y Tribunales una negativa á pe­
dimento tan justo; pero si ocurriese, se uti­
lizaría el recurso de reposición ó el de súplica 
respectivamente.

Caso de obtener la notificación de la sen­
tencia, y siendo ésta de primera instancia, 
podrá apelar ó adherirse á la apelación, ó pro­
mover ia reclamación de que trata el art. 859 
de la ley á los respectivos efectos que en jus­
ticia correspondan; y si la sentencia notifica­
da fuese la de segunda instancia, quedaría ex­
pedito al Ministerio fiscal el recurso de casa­
ción por quebrantamiento de forma contra 
dicha sentencia, si aun no hubiese obtenido 
el carácter legal de firme.

Aun cuando se denegase á nuestro Minis­
terio la notificación, esto no enervaría su 
acción para hacer eficaz el mandato de la ley 
que le obligue á ser parte en el asunto. El Fis­
cal, después de esa denegación, dándose por 
notificado, análogamente á lo previsto en el 
art. 279 de la ley procesal, interpondrá inme­
diatamente el recurso de casación por quebran­
tamiento de forma, cuidando de que reuna 
todos los requisitos necesarios, y con especial 
mención de todas las gestiones que hubiere 
hecho para obtener su entrada en el juicio, ó 
la notificación del fallo recaído.

La Sala sentenciadora no puede negarse 
á admitir el recurso sino cuando no concu­
rran todas las circunstancias expresadas en el 
art. 1.752; entre las cuales no están ni la re­
lativa á la falta, de notificación, ni la de no ha­
ber intervenido en el juicio 7íuestro Ministerio, 
Si para denegar la admisión apreciase estos dos 
extremos, penetraría el Tribunal inferior en 
lo que es materia del recurso, que está reser­
vado á la Sala de lo civil del Tribunal Supre­
mo, cuya competencia vendría á ser invadida. 
De todas suertes, llevando la previsión hasta 
el límite máximo de las obstrucciones al ejer­
cicio fiscal, si la Audiencia dicta auto decla­
rando no haber lugar á la admisión del recur­
so, con la copia certificada á que se refiere el 
artículo 1.754 de la ley, debe el Fiscal de la
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Audiencia utilizar el recurso de queja que au­
toriza el 1.755, remitiendo sin pérdida de mo­
mento á este Centro la referida copia certifi­
cada que ha de pedir.

No se ajustó un E’iscal á los preceptos ge­
nerales de queda hecho mérito, al interponer 
el recurso de casación por quebrantamiento 
de forma, no contra la sentencia definitiva del 
pleito declarativo, sino contra los autos de la 
Audiencia denegatorios de la admisión del in­
cidente de nulidad de actuaciones, inclusa di­
cha sentencia, que promovió despues de falla­
do en apelación dicho pleito; y esta Fiscalía 
acordó desistir del recurso.'

Y á fin de que el Ministerio fiscal se ajuste 
al criterio trazado en las precedentes observa­
ciones, dirijo á V. S. esta circular previnión- 
doíe que de ella dé conocimiento á sus sobor- 
dinados y me participe quedar enterado.

Dios guarde á V. S. muchos años.—Ma­
drid 24 de Noviembre de 1898.—Felipe San­
chezs Roman.—Sr. Fiscal en la Audiencia te­
rritorial de.....

(G-aceía del 25 de Noviembre de 1898.)

Ha llegado á esta Fiscalía la noticia de que 
algunos Represeníanles del Mimsierio fiscal 
cerca de los Jueces de primera instancia, ya 
como Fiscales municipales, ya como Letrados, 
con delegación expresa del respectivo Fiscal 
de la Audiencia del territorio, anotan honora­
rios al pie de sus dictámenes y los cobra la Ha­
cienda, en tanto que otros hacen suyos los ho­
norarios anotados, con el beneplácito de los 
Jueces.

Importando muchoque no prevalezcan prác­
ticas contrarias al recto y natural sentido de 
las disposiciones vigentes y á la índole de las 
funciones fiscales, uno de mi? ilustrados ante­
cesores autorizó la Circular de 29 da Abril de 
1893, publicada en la Memoria del mismo año, 

■{pág* 190,) encargando á los Fiscales recorda­
sen á los municipales de su distrito que no de­
ben percibir derecho ni honorario alguno por 
actos en que con el referido carácter interven­
gan en los Juzgados de primera instancia, y 
previniéndoles que procedieran con la mayor 
severidad á exigir la responsabilidad corres­
pondiente á quienes excediesen su derecho.

Haciendo de todo punto mías las atinadas 
razones en que la aludida Circular se funda 
encargo á V. S. instruya expediente, en el

que recibirá informe de los Delegados de esa. 
Fiscalía en las cabezas de partido, de los Jue- 

J ces, de- la Delegación de Hacienda en las pro­
vincias y Decanos de los Colegios de Aboga­
dos y de Procuradores y Escribanos, para ave­
riguar con certeza lo que ocurra en el asunto 
y aplicar al funcionario infractor de sus debe­
res el correctivo que corresponda, informando 
desde luego V. S., con expresión de fechas, 10' 
que hubiese hecho para cumplirdicha Circular.

! Madrid 25 de Noviembre de 1898.—Felipe 
Sánches Román.—Sr. Fiscal de la Audiencia, 
de...

{Graceta del 26 de Noviembre de 1898.)

En causa criminal sobre injurias á un Al­
calde, inferidas por la prensa é imputadas á un 
particular, la Audiencia admitió como dili­
gencia de prueba en el juicio que había de 
celebrarse ante el Tribunal del Jurado, «que 
se reclamase del Fiscal el expediente que en 
la Fiscalía de la misma Audiencia se formase 
en virtud de denuncia del Alcalde injuriado; 
y de no ser posible la'entrega del expediente- 
original, que se exhibiese éste para que se- 
testimoniara en la causa el último dictamen 
ó comunicación de la Fiscalía que en él exis­
tiese».

El Fiscal se limitó á comunicar á esta Su­
perioridad la indicada reclamación, á los efec­
tos que estimase procedentes, manifestando 
que si no había interpuesto recurso contra la 
admisión de la prueba, fué por vedarlo termi- 
nantemente el artículo 659 de la ley de En­
juiciamiento criminal.

En su vista le contesté:
«Apruebo desde luego el buen acuerdo de 

V, S. de abstenerse de resolver por sí en el 
asunto; porque no es á los Fiscales de las Au­
diencias, sino al Fiscal del Tribunal Supremo, 
Jofe del Ministerio fiscal en toda la Monarquía, 
á quien los Tribunales y Autoridades deben 
dirígirse con demandas como la de que se trata, 

»Por la unidad orgánica de nuestro insti­
tuto, á esa Jefatura incumbe privativamente 
la facultad de resolver en orden á cuanto se 

i relacione con actos oficiales del organismo que 
dirige y gobierna, cualesquiera que sean las 
dependencias del mismo en que aquéllos se- 
hayan rerlizado.

»Para que la Fiscalía del más elevado Tri­
bunal del Reino sea tenida en la consideración
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legal que le corresponde, encargo á V. S. que 
conteste atentamente al aludido requerimien­
to en el sentido que dejo expresado, partici- 
pándome en seguida haberlo hecho.»

Cumplió el Fiscal esta prevención, y en­
tonces la Audiencia provincial elevó á esta 
Fiscalia^ por conducto del Presidente de la 
territorial, respetuoso oficio, interesando que 
.se sirviese acordar lo que mejor estimase para 
la práctica de la prueba acordada en la causa.

Deberes de auxilio á la Administración de 
justicia, que no hubieran tenido enfrente 
otros igualmente atendibles por su común 
origen legal, hubiesen impelido á este Centro 
á apresurarse para la efectividad del requeri­
miento, pero no pudo ser así; y aunque sal­
vada la improcedencia de la forma, como 
queda expuesto, no accedió á la diligencia en 
virtud de poderosas razones.

No se trataba de comprobar delito alguno 
•contra tuncionario del Ministerio fiscal por 
actos oficiales en el expediente, sino otro, de 
todo punto ajeno á éste, pues, de existir, ra­
dicaba únicamente en el impreso publicado, 
siendo, en cambio, el expediente materia de 
la prueba constitutivo de la expresión ó rea­
lidad de funciones propias y exclusivas de 
■dicho Ministerio, independiente en su desen­
volvimiento interno de los Tribunales y de 
Ioda otra Autoridad que no sea la demarcada 

su organización.
Ni la ley de Enjuiciamiento criminal, ni 

la especial del Jurado, contienen disposición 
Que obligue á nuestro Ministerio á entregar, 
ni aun á exhibír, los expedientes que incoe, 
tramite y resuelva, conforme á-la índole pecu­
liar de su esfera de acción. .

Por el contrario, cuando la primera de di­
chas dos leyes se ocupa del auxilio que, en 
cierto modo, están en el caso de prestar los 
funcionarios de ese orden á los Jueces y Tri- 
líunales, establece únicamente el medio del 
^^^forme por escrito en el art. 415, pero subor- j 
^inándoso este medio al terminante precepto í 
^d 417, núm. 2.”, que exime á los funciona- ¡ 
^ios públicos de declarar c«iando no puedan । 
^6i‘ificarlo sin violar el secreto qae, por ranzón ! 
^^ sus carpos, est(,(,vieren obliqados ápuardar, |

De entregar original ó de exhibir siquiera j 
®1 expediente para surtir efectos en un proceso ■ 
^’^ que no figura para nada la responsabilidad i

criminal de ningún individuo del Ministerio 
público, vendría éste á poder ser discutido y, 

: por modo indirecto, residenciado, cuando ese 
i Ministerio, por la ley de su objeto, es precisa- 
1 mente el vigilante y censor de los Tribunales 
1 de justicia.

Existía, por tanto, verdadera imposibili­
dad legal de efectuar la diligencia de prueba, 
tal y como había sido acordada.

El precepto del mencionado art. 659 de la 
ley procesal no confiere por sí, ciertamente, 
la potestad á los Tribunales de hacer que se 
ejercite lo que las leyes no consienten; ese 
precepto presupone términos hábiles de reali­
zación en lo que como prueba se admita.

Los Tribunales son libres en admitir la 
prueba para el juicio criminal: esa amplísima 
libertad concedida por el legislador con-el 
recto deseo de que se descubra la verdad, tie­
ne su apoyo, no hay duda, en la prohibición 
de utilizar ningún recurso qne, « priori, la 
contradiga; pero ni es racional que sea ilimi­
tada, porque esto conduciría al absurdo en mu­
chos casos, ni puede prevalecer, cuando es 
notorio, de toda notoriedad, que ha de armo­
nizarse con otra libertad, la del Ministerio 
fiscal, sólo residenciable por sus datos oficia­
les, lo mismo que sus funcionarios, en el 
tiempo, en la forma y en los casos y ante 
quienes las leyes señalan.

Como había un acto que no era secreto, 
relacionado con el objeto de la diligencia de 
prueba y que podría tal vez ser útil, deseando 
este Centro cooperar, en cuanto le ^es lícito, 
á los fines de justicia en el proceso, se orde­
naron al Fiscal de la Audiencia provincial los 
términos en que había de informar por escri­
to en la misma, á tenor del ya citado art. 415, 
sólo respecto de dicho acto. ■

He considerado conveniente que los Fisca­
les de las Audiencias tengan conocimiento de 
lo ocurrido, para que, en casos análogos, les 

! servía de guía lo resuelto y practicado por es- 
¡ te Centro, al cual ineludiblemente habrán de 

dirigirse siempre que sean requeridos por los 
! Tribunales ó por las Autoridades de otro or- 
i den en demanda de entrega, de exhibición ó 
1 de noticias de expedientes oficiales de nuestro 
i Ministerio, absteniéndose de resolver por sí.

Üios guarde á V. S. muchos años.—Madrid 
28 de Noviembre de 1898. — Felipe Sánchez: 
Foman.—Sr. Fiscal de la Audiencia provin­
cial de......

{Gaceta del 29 de T^oviembre de 1898.)
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Jusgááo Municipal del Distrito de h Audiencia
NACIMIENTOS registrados en este Juzgado durante la S.‘^ decena del mes de Noviembre de d898.

NACIDOS VIVOS SiCIDOS SIN VIDA Ï AÎOEIITOS ANTES DE SEI! INSGIÜTOS.

BIAS LEGÍTIMOS, NO LEGÍTIMOS.

Hembras. TOTAL. Vgroiiox.'Henil,ras.! TOTAL.

Total ' 
de ■ 

vivos. ;

LEGÍTIMOS NO LEGÍTIMOS.

Varones. Hembras. • TOVAL Var nes. Hembras.’ TjTAL,

Total 
de 

ni lier; os.

Total 
(le 

anillas, 
clases.

11
12
13
14

55

1
55
9

16
17
18
19
20'

Total

55

1
2
1
1

1
2
1
2
2
2
3

n
55

55
55

r.
55

55

2

16

55'

55

1
15

1

55

1
3
2 1
3 1
4 !
4 !
2
4 !

55

55

55

55

1

10

5’

55

55

55

55

1
51

1

55

55

55

55

55

55

111

55

55

11

55

11

55

55

55

1

55

55

55

55

55

55

55

1

11

1
4
3
3
4
6
2
5

31

1
»

1

7

1

1
n

9

r

9

„

n

n

2
1
»
n

1

»

»

7 3

1

2
2
2

3

n

26 i

1
«

»
n

1
n

1
»

n
«

« »

„

1

2 1

l

1

n

3 5

4

n

Valladolid 21 de Noviembre de 1898.—El Juez Municipal suslente, Mario Q. Lorenzo.

DES^ÜNCIONES reffistradas en esíe Juz:gadi> durante la S.‘ decena del mes de Noviembre de 1S9S, dasifi- 
cadas por sexo y estado civil de los fallecidos.

_ F A U U E o t D o S

LIWEIS. 3£I.ïïîrU3;i3tJEÏ..A. TI- TOTAL
Solteros. Casailo.S- Tiudo.s. TOTAL. Solteras^ Ca.sadas. v ludíbs. 'POTAL. general-

11
12

3
51

1 • 1
55

5
1

15
1

55
2

5
3

13
14

55
1

1
55

.55
7?

1
1 2 3

1
4

15 1 1 • 55 2 1 1 3
Do
17
18

1
55
5'

r
1
55 55

1
2 
n
3

55

1

1
51

3
55

4

4
1
4

19
20

1 55
1 2 1

51 
l

77
2

55

4
2
6

,5 55 51 51 55 51

Total.. . . 7 6 16 10 3 4 17 33

Valladolid 21 de Noviembre de 1393.—En Juez Municipal suplente, Mario G. Lorenzo.

Vallaielii: 1893.—Imprauta y Encuadernacioa dd Hospicio provinciaL
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